
 

 

 
 

 

 

 

Ley 2/1981, de 25 de marzo. Regulación del Mercado Hipotecario (BOE de 15 de 
abril) 

 
PARTICULARES DEL TEXTO VIGENTE DE LA LEY 2/1981 DE REGULACION DEL 

MERCADO HIPOTECARIO, REFERIDAS A LAS SOCIEDADES DE TASACION. 
 

 

 

Artículo tercero.   [5]   

1. Las sociedades de tasación y los servicios de tasación de las entidades de 

crédito estarán sometidas a los requisitos de homologación previa, independencia y 
secreto que se establezcan reglamentariamente. 

2. Las sociedades de tasación cuyos ingresos totales deriven, en el período 

temporal que reglamentariamente se establezca, al menos en un 10 por cien de su 

relación de negocio con una entidad de crédito o con el conjunto de entidades de 

crédito de un mismo grupo, deberán, siempre que alguna de esas entidades de 

crédito haya emitido y tenga en circulación títulos hipotecarios, disponer de 

mecanismos adecuados para favorecer la independencia de la actividad de tasación 

y evitar conflictos de interés, especialmente con los directivos o las unidades de la 

entidad de crédito que, sin competencias específicas en el análisis o la gestión de 

riesgos, estén relacionados con la concesión o comercialización de créditos o 
préstamos hipotecarios. 

Esos mecanismos consistirán al menos en un reglamento interno de conducta 

que establezca las incompatibilidades de sus directivos y administradores y los 

demás aspectos que resulten más adecuados para la entidad, atendiendo a su 

tamaño, tipo de negocio, y demás características. El Banco de España verificará 

dichos mecanismos y podrá establecer los requisitos mínimos que deban cumplir 

con carácter general y requerir a las entidades, de manera razonada, para que 

adopte las medidas adicionales que resulten necesarias para preservar su 
independencia profesional. 

La obligación de disponer de esos mecanismos afectará también a los servicios 

de tasación de las entidades de crédito. Igualmente afectará a aquellas sociedades 

de tasación en las que ejerzan una influencia significativa, accionistas con intereses 

específicos en la promoción o comercialización de inmuebles, o en actividades que, 

a juicio del Banco de España, sean de análoga naturaleza. 

3. Las entidades de crédito que hayan emitido y tengan en circulación títulos 

hipotecarios y cuenten con servicios propios de tasación deberán constituir una 

comisión técnica que verificará el cumplimiento de los requisitos de independencia 

mencionados en el apartado anterior. Dicha comisión elaborará un informe anual, 

que deberá remitir al consejo de administración u órgano equivalente de la entidad, 

sobre el grado de cumplimiento de las citadas exigencias. El referido informe anual 
deberá ser remitido igualmente al Banco de España. 

4. Las sociedades de tasación deberán someterse a auditoría de cuentas, 

ajustando el ejercicio económico al año natural. La revisión y verificación de sus 

documentos contables se realizará de acuerdo con lo previsto en las normas 
reguladoras de la auditoría de cuentas. 

 

[5] Redactado según Ley 1/2013, de 14 de mayo, artículo 4. 
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Articulo 3 bis  [6]   

1. Las sociedades de tasación y las entidades de crédito que dispongan de 

servicios propios de tasación deberán respetar las normas aplicables en las 

valoraciones de bienes que tengan por objeto el mercado hipotecario u otras 

finalidades financieras, redactar con veracidad los certificados e informes que 

emitan y operar en todo momento con diligencia profesional. El incumplimiento de 

cualesquiera de sus obligaciones determinará la aplicación del régimen sancionador 

previsto en este artículo. 

2. Las infracciones se califican como muy graves, graves y leves. 

a) Se considerarán infracciones muy graves: 

1.ª El incumplimiento, durante un período superior a tres meses, del requisito 

del capital social mínimo exigible para ejercer la actividad de tasación en la 

legislación del mercado hipotecario, así como, durante igual período, la ausencia, o 

la cobertura por importe inferior al exigible, del aseguramiento de la 
responsabilidad civil establecido en esa misma normativa. [7] 

2.ª El ejercicio de actividades ajenas a su objeto social legalmente determinado, 
salvo que tengan un carácter meramente ocasional o aislado. 

3.ª Presentar deficiencias en la organización administrativa, técnica o de 

personal, incluidas las exigencias mínimas de administradores o profesionales 

titulados, o en los procedimientos de control interno, cuando a causa de tales 

deficiencias no quede asegurada la capacidad de la entidad para conocer la 

situación y condiciones del mercado inmobiliario en el que operen, el cumplimiento 

uniforme de las normas de valoración aplicables, su independencia profesional de 

accionistas o clientes, o el control de las obligaciones de secreto o 
incompatibilidades a que están sujetos los profesionales a su servicio. 

4.ª El incumplimiento por los firmantes de los informes de tasación de los 
requisitos de titulación profesional previstos reglamentariamente. 

5.ª La emisión de certificados o informes de tasación en cuyo contenido se 
aprecie de forma manifiesta: 

a) La falta de veracidad en la valoración y, en particular, la falta de 

concordancia con los datos y pruebas obtenidos en la actividad de valoración 

efectuada. 

b) La falta de prudencia valorativa cuando la emisión de dichos documentos se 

haga a efectos de valorar bienes aptos, ya sea para servir de garantía de créditos 

que formen o vayan a formar parte de la cobertura de títulos hipotecarios, ya sea 

para la cobertura de las provisiones técnicas de las entidades aseguradoras o del 

patrimonio inmobiliario de los fondos de pensiones, o para cualquier otra finalidad 

en la que sea exigible la aplicación del principio de prudencia valorativa. 

En todo caso, se presumirá la existencia de manifiesta falta de veracidad o, en 

su caso, de manifiesta falta de prudencia valorativa cuando, como consecuencia de 

las valoraciones reflejadas en alguno de dichos documentos, se genere la falsa 

apariencia de que una entidad de crédito, una entidad aseguradora, un fondo de 
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pensiones, u otra entidad de naturaleza financiera cumplen las garantías 
financieras exigibles a las mismas. 

6.ª La resistencia, negativa u obstrucción a la labor inspectora del Banco de 

España, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores o de la Dirección General 

de Seguros y Fondos de Pensiones en el ámbito de sus respectivas competencias, 
siempre que medie requerimiento expreso y por escrito al respecto. 

7.ª El incumplimiento de las normas de independencia recogidas en los 
reglamentos internos previstos en el apartado 2 del artículo 3 de esta Ley. 

8.ª El poner en peligro la gestión sana y prudente de una sociedad de tasación 

mediante la influencia ejercida por el titular de una participación significativa, de 

conformidad con la regulación prevista reglamentariamente. 

9.ª Las infracciones graves, cuando durante los cinco años anteriores a su 
comisión hubiera sido impuesta una sanción firme por el mismo tipo de infracción. 

b) Se consideran infracciones graves: 

1.ª El incumplimiento del requisito de capital mínimo exigible para ejercer la 

actividad de tasación en la legislación del mercado hipotecario, cuando no suponga 

infracción muy grave, así como las deficiencias que se aprecien en la póliza de 

seguro de responsabilidad civil, salvo que tengan carácter meramente ocasional o 

aislado o supongan exclusiones excepcionales de ciertos daños de acuerdo con las 
prácticas habituales en la cobertura aseguradora. 

2.ª Presentar deficiencias en la organización administrativa, técnica o de 

personal, incluidas las exigencias mínimas de administradores o profesionales 

titulados, en los procedimientos de control interno, una vez haya transcurrido el 

plazo concedido para su subsanación por las autoridades competentes y siempre 

que ello no constituya infracción muy grave. 

3.ª La emisión de certificados de tasación que no sean conformes con el informe 
de tasación efectuado, salvo que tenga carácter meramente ocasional o aislado. 

4.ª La emisión de certificados o informes en cuyo contenido se aprecie: 

a) La falta de veracidad y, en particular, la falta de concordancia con los datos y 

pruebas obtenidos en la actividad de valoración efectuada, así como los 

incumplimientos continuados de los principios, procedimientos, comprobaciones e 
instrucciones de valoración previstos en la normativa aplicable. 

b) La falta de prudencia valorativa, cuando la emisión de dichos documentos se 

haga a efectos de valorar bienes aptos, ya sea para servir de garantía de créditos 

que formen o vayan a formar parte de la cobertura de títulos hipotecarios, ya sea 

para la cobertura de las provisiones técnicas de las entidades aseguradoras o del 

patrimonio inmobiliario de los fondos de pensiones, o para cualquier otra finalidad 

en la que sea exigible la aplicación del principio de prudencia valorativa, salvo que 

dicha falta tenga carácter ocasional o aislado. 

En ambos casos siempre que las conductas no constituyan infracción muy 
grave. 

5.ª Cualquier otro incumplimiento de las normas de tasación que pueda causar 



 

 

 
 

 

 

 

perjuicio económico a terceros o a la persona a la que se presta el servicio. 

6.ª La falta de remisión de los datos que deban ser suministrados al Banco de 

España, a la Comisión Nacional del Mercado de Valores o a la Dirección General de 

Seguros y Fondos de Pensiones, o su falta de veracidad cuando con ello se dificulte 

la apreciación de la actividad realizada por la entidad o su situación patrimonial u 

organizativa. A estos efectos, se entenderá que hay falta de remisión cuando esta 

no se produzca en el plazo concedido al efecto, por el órgano competente, al 
solicitar por escrito el cumplimiento de la obligación o reiterar el requerimiento. 

7.ª Los incumplimientos de los deberes de secreto profesional, independencia e 

incompatibilidad en el ejercicio de sus funciones que no den lugar a infracciones 
muy graves, salvo que tengan carácter meramente ocasional o aislado. 

8.ª Las infracciones leves, cuando durante los dos años anteriores a su 

comisión, hubiera sido impuesta a los servicios y sociedades de tasación sanción 
firme por el mismo tipo de infracción. 

c) Se considerarán infracciones leves las demás acciones y omisiones que 
supongan un incumplimiento de la normativa aplicable. 

3. A las sociedades de tasación y a las entidades de crédito que prestan 

servicios de tasación, así como a sus administradores y directivos, les serán 

aplicables las sanciones previstas en el Capítulo III del Título I de la Ley 26/1988, 

de 29 de julio, de Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito, con las 
siguientes modificaciones: 

a) La sanción de revocación de la autorización se entenderá sustituida por la de 
pérdida definitiva de la homologación para prestar servicios de tasación. 

b) Por infracciones muy graves se podrá también imponer la sanción de 

suspensión de la homologación para prestar servicios de tasación entre uno y cinco 

años, y por infracciones graves la de suspensión de dicha homologación hasta un 
año. 

c) Las sanciones de inhabilitación previstas en el artículo 12, se entenderán 
referidas tanto a entidades de crédito como a sociedades de tasación. 

4. El procedimiento sancionador aplicable será regulado en el Real Decreto 

2119/1993, de 3 de diciembre, sobre el procedimiento sancionador aplicable a los 

sujetos que actúan en los mercados financieros.[8] 

En cuanto a las competencias sancionadoras, se estará a lo previsto en el 

artículo 18 de la Ley 26/1988, de 29 de julio, de Disciplina e Intervención de las 
Entidades de Crédito con las siguientes modificaciones[9]: 

a) El Banco de España incoará obligatoriamente un procedimiento sancionador 

cuando exista una comunicación razonada de otro organismo o autoridad 

administrativa en la que se ponga de manifiesto que la prestación irregular de los 

servicios de tasación ha tenido repercusiones en su campo de actuación 

administrativa. Asimismo, el Consejo de Consumidores y Usuarios podrá solicitar al 

Banco de España la incoación de un procedimiento sancionador cuando, a su juicio, 
se ponga de manifiesto la prestación irregular de los servicios de tasación. [7] 

b) En el supuesto señalado en la letra anterior, antes de imponerse la sanción, 
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informará el organismo o autoridad administrativa competente. 

5. En las demás cuestiones atinentes al régimen sancionador será de aplicación, 

con las adaptaciones que reglamentariamente se establezcan, lo previsto en la Ley 

26/1988, de 29 de julio, de Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito. 

6. A las personas físicas y jurídicas, que sin estar homologadas para ejercer 

actividades de tasación ofrezcan al público su realización, les será de aplicación lo 

previsto en la disposición adicional décima de la Ley 26/1988, de 29 de julio, de 

Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito, con las adaptaciones que 
reglamentariamente se establezcan. 

 

[6] Incorporado por Ley 41/2007, de 7 de diciembre, artículo 4 

[7] Redactado el apartado 2.a).1ª y la letra a) del apartado 4 según Ley 
1/2013, de 14 de mayo, artículo 4. 

[8] Véase Real Decreto 775/1997, de 30 de mayo, artículo 16 

[9] Véase Real Decreto 775/1997, de 30 de mayo, artículo 17. 

  
  

 

 
 

 

Articulo 3 bis I  [10]   

Las entidades de crédito, incluso aquellas que dispongan de servicios propios de 

tasación, estarán obligadas a aceptar cualquier tasación de un bien aportada por el 

cliente, siempre que, sea certificada por un tasador homologado de conformidad 

con lo previsto en la presente Ley y no esté caducada según lo dispuesto 

legalmente, y ello, sin perjuicio de que la entidad de crédito pueda realizar las 

comprobaciones que estime pertinentes, de las que en ningún caso podrá 

repercutir su coste al cliente que aporte la certificación. El incumplimiento de esta 

obligación se entenderá en todo caso como infracción grave o muy grave de la 

entidad de crédito en los términos de los artículos 5.d) o 4.e), respectivamente, de 

la Ley 26/1988, de 29 de julio, de Disciplina e Intervención de las Entidades de 
Crédito, respectivamente. 

 

[10] Redactado según Ley 1/2013, de 14 de mayo, artículo 4. 
 

 

 
 

 

Artículo 3 ter  [11]   

1. Toda persona física o jurídica que pretenda adquirir, directa o indirectamente, 

una participación significativa en una sociedad de tasación deberá informar 

previamente de ello al Banco de España. Asimismo, se deberá comunicar al Banco 

de España, en cuanto tengan conocimiento de ello, las adquisiciones o cesiones de 

participaciones en su capital que traspasen el nivel señalado en el apartado 2 de 

este artículo. Queda prohibida la adquisición o mantenimiento por parte de las 

entidades de crédito, de forma directa o indirecta, de una participación significativa 

en una sociedad de tasación. Idéntica prohibición de adquisición o mantenimiento 

de participaciones significativas en una sociedad de tasación se extenderá a todas 

aquellas personas físicas o jurídicas relacionadas con la comercialización, 
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propiedad, explotación o financiación de bienes tasados por la misma. [12] 

2. A los efectos de esta Ley se entenderá por participación significativa en una 

sociedad de tasación aquélla que alcance, de forma directa o indirecta, al menos el 

10 por cien del capital o de los derechos de voto de la sociedad. 

También tendrá la consideración de participación significativa aquélla que, sin 

llegar al porcentaje señalado, permita ejercer una influencia notable en la sociedad. 
[12] 

3. El Banco de España dispondrá de un plazo máximo de tres meses, a contar 

desde la fecha en que haya sido informado, para, en su caso, oponerse a la 

adquisición pretendida. La oposición podrá fundarse en no considerar idóneo al 

adquirente. Entre otros factores, la idoneidad se apreciará en función de: 

a) La honorabilidad comercial y profesional de los accionistas. Esta 

honorabilidad se presumirá cuando los accionistas sean Administraciones Públicas o 
entidades de ellas dependientes. 

b) Los medios patrimoniales con que cuentan dichos accionistas para atender 
los compromisos asumidos. 

c) La falta de transparencia en la estructura del grupo al que eventualmente 

pueda pertenecer la sociedad, o la existencia de graves dificultades para 

inspeccionar u obtener la información necesaria sobre el desarrollo de sus 
actividades. 

Si el Banco no se pronunciara en dicho plazo se entenderá que acepta la 
pretensión. 

4. Cuando se efectúe una de las adquisiciones reguladas en el apartado 1 de 

este artículo sin haber informado previamente al Banco de España, o, habiéndole 

informado, no hubieran transcurrido todavía los tres meses previstos en el 

apartado anterior, o si mediara la oposición expresa del Banco, se producirán los 
siguientes efectos: 

a) En todo caso, y de forma automática, no se podrán ejercer los derechos 

políticos correspondientes a las participaciones adquiridas irregularmente. Si, no 

obstante, llegaran a ejercerse, los correspondientes votos serán nulos y los 

acuerdos serán impugnables en vía judicial, según lo previsto en la sección 2 del 

Capítulo V del Real Decreto Legislativo 1564/1989, de 22 de diciembre, por el que 

se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas, estando 
legitimado al efecto el Banco de España. 

b) Además, se podrán imponer las sanciones previstas en el artículo 3 bis de 
esta Ley. 

 
[11] Incorporado por Ley 41/2007, de 7 de diciembre, artículo 6 

[12] Redactados los apartados 1 y 2 según Ley 1/2013, de 14 de mayo, artículo 4 
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Artículo séptimo.   [24]   

Uno. Para que un crédito hipotecario pueda ser movilizado mediante la emisión 

de los títulos regulados en esta Ley, los bienes hipotecados deberán haber sido 

tasados por los servicios de tasación de las Entidades a que se refiere el artículo 

segundo, o bien por otros servicios de tasación que cumplan los requisitos que 

reglamentariamente se establecerán. 

Dos. El Ministerio de Economía y Comercio, previo informe del Instituto de 
Crédito Oficial, regulará: 

a) Las normas generales sobre la tasación de los bienes hipotecables, a que 

habrán de atenerse tanto los servicios de las Entidades prestamistas como las 
Entidades especializadas que para este objeto puedan crearse. 

b) La forma en que deba constar la tasación efectuada. 

c) El régimen de inspección del cumplimiento de tales normas. 

 

[24] Véanse Real Decreto 775/1997, de 30 de mayo, Orden ECO 805/2003, de 
27 de marzo, Real Decreto 716/2009, de 24 de abril, artículo 8 y Circular 

3/1998, de 27 de enero, del Banco de España, sobre Sociedades y 
servicios de tasación homologados e información a rendir al Banco de 
España (BOE de 13 de febrero). 

  
  

 

Artículo octavo.   [25]   

Los bienes hipotecados habrán de estar asegurados contra daños por el valor de 

tasación, en las condiciones que reglamentariamente se determinen. 

 

[25] Véase Real Decreto 716/2009, de 24 de abril, artículo 10. 
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